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voluntariamente.la validez de una promesa de alimentos hecha por 
el acta misma al hijo que hubiera sido reconocido de esta suerte. 
En vano se dirá que, no teniendo por causa la promesa, mas que (ª 
cualidad del padre, queda sin efecto con la declaracion de paterm• 
dad á la cual estaba íntimamente ligada (B.ourges, H de marzo 
de is4l.). El solo hecho de que el signatario ha podido considerar 
como probable su parentesco con el hijo, hasta para que no carezca 
de causa la promesa. de alimentos; y sabido es, por otra parte, 
cuán fav,orables son los alimentos (sent. de to de marzo de i808; 
Bourges, 3 de agosto de 1844; Bourges, 5 de agosto de 18.47, y 5 
de enero de 1848. ). 

571. Réstanos hablar de la filiacion incestuosa ó adulterina. 
Se•un una opinion emitida, como ya hemos visto, por el orador 
del Tribunado, y adoptada por muchos tribunales de apelacion (01í­
mero 212), seria permitido consignar una filiacion de esta clase, 
bien fuese á 60 de hacer obtener al uijo alimentos, bien, po~el c~n­
trario á Linde hacer reducir las liberalidades de que hubiera sido 
objeto'. Este sistema, que propende á dar efecto en cierto grn~o á 
un reooQocimlento prohibido por un texto formal (C. Nap., articu­
lo 5·35), se halla proscritó por la jurisprudencia constantq del _tri­
na! dt casacion (V. las numerosas sentencias dadas en.este sentido, 
la primera de las cuales es de 28 .de junio de 1855, y las úll1mas 
de 50,de abril v .de 1.º de maJ'O de 1861.). No obstante, en lo rnla· 
tivo á las Jon~oiones y lega.dos, ~uohas senten:cias de este l~1bu · 
na! uonforme {¡ una doctrma ensenada por Merhn (Repert. V. Ft­
¡¡4;Íon, §. XI), han estableúdo (sen t. den. de 5i de julio de 18ti0) 
una distiocion entre !ns ,asos en que han tenido lngar el reconoc1-
mi.ento y la liher~lidad por ar.las separ~das, y el en qu~ es una ~~la 
v misma acta, especialmente un testamento. quien consigna la hh~­
~io.o del hijo y contiene una liberalidad en favor suyo._ En.la pri­
mera hipótesis, el tribunal mantiene estrictamente el prrnc,p,o'. se­
gun el cual, se repula no efeclua<io el rec.onocilnienlo , y es vahda 
en su conse.cuencia, la liberalidad hecha por acta separada. En la 
segunda hipótesi¡, movida p.or el escándalo que ofrece una_ dona· 
cioa hech,1 ~stensiblemente al fruto del adulter10 ó del mcesto, 
anula la donacio.n ó el teHamenlo, fundándose en un motivo nuevo, 
sobre el cual, siendo iil(livisihles el reconocimiento y la hberahdad, 
en la! caso, esta última debe q11ed,1t sin efeclo por apoyarse en una 
causa ilícita (C. Nap., art. 1131}. Pero como se ba hecho obser-
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var (f), esto es confundir la causa de la obligacion con su funda­
mento. En la disposicion á titulo gratuilo, la cau,a no es otra· que 
la intencion de hacer una liberalidad, y .los tribunales no tienen en 
manera alguna el derecho de indagar los motivos del disponente, 
como si se tratase de investigar la causa de un vale. Por eso la ju­
risprudencia moderna no vacila en proclamar válidas las donaciones 
y los legados motivados espresamenle en el concubináto, y aun en 
el a<;l¡¡ILerio y en el incesto, no obsLanle haber una inmoralidad 
mucho mas flagrante en gratificar con algo al cómplice; que en ase­
gurar la suerte del fruto de estas deplorables uniones. Por otra 

'parte, no es enteramente racional atenerse únicamente á esta cir­
cunstancia de hecho, que el reconocimiento y la liberalidad se 
encuentran en una sola y misma acla. ¿No es frecuentemente ma­
nifiesto, aparte de esta circunstancia, qile la donacion ó el legado 
solo ha sido motivada pur el parentesco? Así es que ~~erlin con­
cluye por admitir (ibid.), que el reconocimiento be.cho por acta 
auténtica debe, en todo caso, asegurar los alimentos al hijo. El 
tribunal de casacion s,e niega á adelantar tanto, y no ol¡stante, es 
consagrar implícitamente este sistema, rehusar, como ha hecho 
la sentencia de 1852, ,al hijo adulterino ó incestuoso reconocido 
por teslamento, la facultad de. recibir mas que los alimentos que le 
concede el art. 762. • Creemos, pues, que el art. i62 no puede 
lener aplicacion, sino al caso en que la 61iacioa adulterina ó inces­
luosa re,ulte de la fuerza misma de las cosas (núm. 214), pero 
todo reconocimiento ·voluntario debe considerarse como no efec­
tuado. 

Además, las variaciones de la jurisprudencia acusan al sistema 
de la ley, que establece prohibiciones rigurosas y permite al mismo 
liempo eludirlas, no autorizando la prueba de los hechos á_ los c.lla­
les se aplican. «Esta ignorancia afectada de la ley,, dice con razon 
M. Demolombe (tomo V, núm. 561), «se baila en cólllradiccion con 
•la evidencia de los hechos, y produce un e,cándalo frecuente­
•mente mucho mas grande qne la verdad misma que no se ha que­
»rido reconocer y que no se ha podido disimular., 

(1) !l. Devilleneuve (1846, part. 1, pág. 721), reproduciendo los argu­
meo~os de Marca11é, habia criticado vivami:,,nte e:;ta distiocion; peto so$ 
eant,nuadores (1860, part. 1, pág. 232) se han adherido á la jurispruden­
e,a del tribunal supremo. 
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uso de las pruebas preconslituidas, á las cuales está obligado el 
juez á dar Fé, debe desecharse desde luego en materia criminal. 
En erecto, el arl. 342 del CóJigo de procedimiento criminal , ate­
niéndose únicamente á la Intima conviccion, abroga de un modo 
formal el antiguo sistema de las pruebas legales, y seguu una ju­
risprudencia en el dia constan le (V. una sentencia de cas. de 7 de 
Febrero de 1835), este artículo, aunque colocado en la rúbrica de los 
negocios que deben somelel'se al jurado, es aplicable á ladas las ju -
risdicciones. Pero por importanle que sea esla disposicion, no debe 
exajerarse su trascendencia. Todo lo que de ella resulla es, que en 
general, el juez ó el jurado debe obedecer á las inspiraciones de su 
conciencia, sin que su cooviccion quede sometida á reglas precon­
cebidas. Esto es incontestable; pero debe decirse tambien, que esto 
es verdadero en materia civil, donde se debe reconocer asimismo, 
que la libre conviccion del juez es la re~la, y la prueba legal, la 
escepcion. Solamente que en las materias civiles, en que la prueba 
escrita y las prevenciones legales se hallan casi siempre en juego, 
se encuentra la escepcion tan Frecuentemente, que parece ser allí la 
regla. Al contrario, en las materias criminales, en las que la prueba 
testimonial tiene tanta importancia, el procedimiento para quien lo 
mira superficialmente, parece no dejar ningun asidero á la prueba 
preconstituida. El uso de pruebas legales es, no obstante, mucho 
menos raro de lo que se imagina en las jurisdicciones criminales. 

575. Si tuviéramos que ocuparnos aquí de la prueba del dere­
cho, nos seria Fácil acreditar que las cuestiones relativas, no á la 
consignacion de los hechos, sino á la determinacion de la cate­
goría legal á que pertenecen, como cuando se trata de saber si 
tales hechos, suponiéndolos acreditados, constituyendo un robo, 
una muerte, etc., no dan lugar á una apreciacion masó menos ar• 
bitraria, sino á la aplicacion de princi1iios rigurosos y de una es­
tricta lógica. En su consecuencia, tendríamos que preguntarnos 
hasta qué punto conviene someter á los simples particulares que 
componen el jurado, como parece hacerlo el artículo 557 del Códi­
go de procedimiento criminal, una cuestion compleja propuesta en 
estos términos: ¿Es culpaóle de haber cometido tal crimm el acusa­
do? lo cual les hace jueces á un mismo tiempo de la cuestion de 
hecho: ¿Se ha cometido tal acto? y de la cuestion de derecho: ¡,Este 
acto constituye una muerte, u11 asesinato, etc.? Pero este exámen 
nos llevaría mas allá de los límites de nuestro asunto, que segun 
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digimos al prmcipio (núm. S), es estraño á la prueba del derecho, y 
por consiguiente á las cuestiones de competencia que se refieren a 
ella (1). ' 

i\74. Para volver al objeto de e;ta obra, es decir, á la consig­
nacion de los puntos de hecho, es Fácil reconocer que, aun bajo este 
respecto, la prueba preconstituida vuelve á encontrarse en los tri­
bunales criminales bajo dos puntos de vista: 

i. • Hay oficiales llamados á consignar ciertas in Fracciones, y 
cuyas declaraciones tienen un verdadero caráolu de autenticidad. 

2.' Las actas auténticas ordinarias, tales como las actas nota· 
riadas, pueden invocarse en lo criminal. 

/175. Desde luego nos ocuparémos de la autenticidad especial á 
las materias criminales, despues de la aplicacion á eslas materias 
de la autenticidad ordinaria. 

Por derecho .español, ai en materia civil, ni en mat,eria crímioal, pue­
den atenerse úo1eamente á su fnllm~ y libre cooviccioo los Jueces, sino 
que eo materia civil, tieae.n que sujetarse á los medios probatorios que l&. 
l~y ha marcadl> como oírec1eodo por si mismos las probabilidades neeesa• 
r111.s para que s~ tAoga por cierto un hecho determinado, y á las íormali. 
dades qu~ l.a m1s~11a ley ha establecido como debiendo concurrir para este 
eí~cto, s! ~1en _deJaodo_ á los jueces, especialmente la última lt'y de Enjuicia• 
miento CIVIi, c1~rta Jat~tud para la apreciac100 de estos medios y solemnida• 
des¡ J en materia crimmal, nuestros jueces, que son siempre letrados (pues• 
to que no se ha establecido todavía para conocer de esta clase de juicios eJ 
Jurado como en Francia) tienen tambren que atenerse para la apreciacion 
~e las pruebas l~ga.1es á los medios de prueba, que tambien pueden ser 
mstrumen.tos publrcos, y á las reglas que sobre 1'8 fuerza probatoria de 
e~tos medios marcan las leyes, si bien en la ley provisional para la aplica• 
c100 del Cóiigo peaal, se l_es ba dado mayo~ l_atitu~ sobre este pu ato, que 
en nuestras leyes de Partida. Véanse las ad1c1ones m.iertas á cootinuacioo 
de los números t32 y 52 de esla obra, tomo t. 0 

{I) Puede coosullarse sobre esta leorla de la separacioo del pauto de 
d~recho y del punto de hecho, el artículo que hemos publicado en la Re­
~uta de Legi&lacfon y de Jurisprudencia, número de marzo de 843, y las 
nnportaotes observac1noes publicadas por M. Beudaot, en t86-I, sobre la 
lndicacion de la ley penal en la discusion ante el jurado. 

TOMO U. 20 
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DIVISION PRIMERA. 

ACTAS AUTÉNTICAS PROPIAS DE LAS MATERIAS CRIMINALES.­

PROCESOS VERBALES Ó SUMARIAS (1). 

SUMARIO, 

576. Procesos verbales.-Su origen, 
577. Su fé en .materia criminal. 
578. Sistema que se remoota á la Ordenanza de 1319. 
579. Criticas de que ha sido objeto . 
5R0. Oivision. 

576. Todos los funcionarios que tienen cualidad para consignar 
infracciones á la ley penal, pueden estender actas destinadas á rela­
tar e..aclamente los hechos de que son testigos, actas que se llaman, 
en la práctica procesos ve,·bales. El origen de esta denominacion se 
refiere á que en el principio, los oficiales mas habitualmente encar · 
gados de ioFormar sobre los hechos en juicio, lo; alguar.iles, no sa­
biendo letras, daban una dcclaracion puramente oral. ,Por la hu­
mildad de sus oticios,, dice Loyseau (Officios, lib. V, cap. IV, nú­
mero 54), ,y por la dificultad que habia antiguamente de encontrar­
los, no se les ha considerado sujetos á exámen. Y aun pasado el 
t,empo, no se les exigía que supiesen leer y escribir, pero hacian 
verbalmente anle el juez la relacion de sus comisiones llamadas así 
por esta causa y no actas ó escritos, porque consíslen en hecho y 
no en escritura; es decir, en procedimientos verbales, y no en es• 
critos.• Aun despues que Cárlos VIII, en !545, hubo prescrito que 
supieran leer y escribir los alguaciles (2) , y aun despues que Enri­
que IV, en t50i, hubo eslendido á los guardas esta prescripcion, 
la espresion de procesos verbales, aunque refiriéndose ya á un in­
forme escrito, se ha conservado en la práctica. 

577. Los escritos de esta naturaleza son todos auténticos, en el 
~entido de que no se podria imitarlos ni falsificarlos, sin esponerse á 

(1) Ya hemos tenirto ocasion de citar la obra especial ne M. Mangin, 
sobra los procesos verbales en materia de delitos y de contravencione1. 
M. Faustio Helie ha rlesurrollado únicamente esta teoría con cuidado, eo 
su Tratado solwe la instruccion criminal (lomo IV, cap. VIII y sigs.). 

(2) Prescripcion mal observada, y que fué necesario renovar eo 1667, 
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las penas impuestas contra la falsificacion de esr.ritura pública. Pero 
la fé que se dá á los actos ó escrituras auténticas civiles, no se dá 
por derecho comun á los procesos verbales, que no son, en tésis ge­
neral, mas que documentos de la causa, susceptibles de debatirse, 
lo mismo que los testimonios orales. Así ha sido siempre en materia 
de crímenes; el acusado ante un tribunal criminal (d'assises) puede 
dejar sin efecto las actas mas en forma estendidas en la instruccion 
preparatoria, aun cuando estas actas hubieran tenido por objeto 
probar el flagrante delito (C. de instr., art, 32), sin estar obligado á 
tomar la vía de redargucion de falsedad. Este importante principio 
era ya constante en el antiguo procedimiento criminal, que no ad­
mitía como simples documentos de consulta los procesos verbales 
cstendidos antes de su comprobacion. 

Pero en materia de policía simple 6 correccional se ha sentido 
hace largo tiempo la necesidad de establecer oficiales, revestidos de 
un carácter público, para el efecto de consignar, por medio de ver 
daderas actas auténticas, ciertas infracciones, cuya frecuencia pro­
pende á destruir las fuentes de la riqueza nacional, talando los bos 
ques del Estado, defraudando al Tesoro, etc. Los delitos y contra­
Ienciones de esta clase, conocidos con el nombre de delilos especia­
les, reclaman una represion enteramente particular. No son aislados, 
como los . delitos ordinarios, , y se reproducen sistemáticamente. 
Los que los cometen, y que hacen á veces proíesion de ello, buscan 
la soledad, con frecuencia las tiniebla. de la noche, á fin de sus­
traerse ,á la vigilancia de la autoridad. De aquí una eslrema difi • 
cultad en,os agentes, -¡,'i1Tá'1)robarlos por medio de testigos: ,Con­
viene, dice cándidamente una ordenanza de f402, sobre lo; bos­
ques,, que los alguaciles persigan á los malhechores lo mas sigilo­
samente posible, sin ir á buscar testigos, pues aquellos podrían fu­
garse antes que éstos volvieran; así es que no pueden traer testi­
gos para testimoniar sus aprehensiones., Finalmente, aun cuando 
la infraccion haya tenido lugar en presencia de te,ligos, no es siem­
p_re fácil obtener declaraciones sinceras, por existir una preocupa­
eton desgraciadamente sobrado divulgada que considera como escu­
sable loda depredacion que solo se refiera á los intereses colecliros 
de la socieda.d, Y no obstante, no se podría descuidar estos inlere · 
ses,. la ciqueza de los montes, por ejemplo, 6 bien la e.acta per • 
cepc,on de rentas públicas, sin comprometer h;ista lo sumo la pros. 
rendad del pals. Comunmente las talas causan un dafo incalcu-
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Jable, mientras que no reporta sino un débil beneficio el que las 
comete. Para proteger tan grandes intereses contra los ataques. 
incesantes de la avaricia, y algunas veces, fuerza es decirlo, de la. 
miseria, hao debido crearse agentes especiales. 

578. Las primeras huellas de una institueioo de esta naturale­
za se hallan en la ordenanza dada el 2 de junio de fSt9 por Felipe 
el Hermoso ( 1), sobre la admioistracion de los bosques reales. Or­
déoase en ella que se crea á los alguaciles por su juramento s11bre 
las aprehensiones de daños causados en los bosques, que no merez­
can mas que pena pecuniaria." Ac&bamos de ver que en esta época 
las declaraciones de los alguaciles se hacían verbalmente en juicio, 
bajo la fé del juramento. Esta institucion recibió mas adelan.te gran­
des desarrollos, pues se concedió a gran número de oficiales la fa­
cultad de ser creídos hasta la ioscripcion de íalsedad. Otros han re­
cibido solamente el poder de estender procesos verbales que hacen 
fé hasta prueba en contrario. ,Nadie será admitido,» bajo pena de 
nulidad «dice el artículo 154 del Código de instruccion, á hacer 
,prueba de testigos conll'a y fuera del contenido de los procesos 
• verbales, ó relatos de los oficiales de policía, que han recibido de 
»la ley la facultad de consignar los delitos ó las coutraveneiones 
•hasta la ioscripcion ó redargucion de falsed~d. En cuanto á los 
•procesos verbales ó relatos hechos por ageóte's, comisionados 11 
»oficiales, a los que no ha concedido la ley el derecho de ser creídos 
•hasta la redagucioo de falsedad, podrán ser combatidos por ·prue­
•has contrarias, bien escritas, bien testimoniales, si el tribunal 
•juzga á propósito admilirlas.• • - ~ 

5í9. Bánse emitido dudas (V.M. Faustin Kelie Instr. c1'im, 
tomo. IV, §. 2tl7), sobre la bondad de la legislacion que inviste 
con un poder tan exorbitante á empleados por lo comun muy su­
balternos. Es verdad que la legislacion sobre esta materia, com­
puesta de multitud de leyes especiales dadas en épocas diíerentes,• 
está lejos de hallarse coordinada de un modo satisfactorio, y que 
es imposible determina1· con exactitud en qué caractéres se recono­
cerá si un proceso verbal hace fé, hasta que se arguya de falso ó 
solamente hasta prueba eu contrario. Pero, sin dejar de baceE votos 

(1) Ep este reinado fué doode el Parlamento llegó á ser ~•dentario, y la 
administracioa entoncesfotimameóte ligada á la jU•stleia, Comenzó á corls-· 
tituirse bajo formas regulates. 
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para el mejoramiento y la simplificacion de esta legislacion espe · 
cial, no podríamos considerar como una pura tradicion de la anti­
gua Jurisprudencia el prjncipio que concede á los procesos verbales 
revestidos de ciertas garantías la misma fé que atribuye á las act~s 
ó escrituras autorizadas por los notarios. Los ll!Dtivos sacados de la 
naturaleza fugitiva de las contravenciones así consignadas (núme­
ro 577), lij poca esposicion á error que ofrece por lo comun el ca­
rácter enteramen1e material de los hecnos relatados en los procesos 
verbales, el poco interés que tiene el agente de alterar la verdad en 
su informe, en vista de las severas penas á que le espone la false­
d~d, son otras tantas graves consideraciones -que no han perdido 
nada de su fuerza en el derecho moderno. Digámoslo, para rendir 
homenage á la verdad, hoy se cometen menos falsedades por guar. 
da-bosques que por notarios; siendo muy raros en la práctica los 
procesos verbales en que hay falsedad. Veremos además, que las 
leyes sobre la materia han establecido prudentes precauciones para 
garantizar la sinceridad de estas actas. Los abusos de esta iostitu­
eion son, pues, poco de temer de hecho, y por el contrario, los re­
sultados felices son sumamente perceptibles. La estadística atesti•ua 
una di~minuci.on constante de delitos especiales, y priocipalme;te, 
de dehtos sobre montes y plantíos (1). La relajacioo de los medios 
de represion que producen tao importantes resultados, no nos pa­
rece, pues, ni suficientemente motivada, ni sobre todo oportuna. 

580. Hablarémos primeramente de las condiciones que se e~i­
gen para la validez de los procesos verbales, y en segundo lugar, de 
la fé que se les dá. 

Por la leg:islacion.española,s~ facu_lta tamhien á divetsos fuacionarios 
par~ estender las primeras d1!1g_encias ó sumarias en que se comignan 
las mfracciones_ c?metida~ en Jas leyes penares y Ordenanzas del ramo 
que son de su mcumbenc1a, las cuales. tíenen mayor ó menor fuerza ó 

(1) ~uandose aumentaban los_delitoscorreccion!!les ge.neralmente, en 
~roporeion de una :ercera parte, si se comp"(lra el término medio de t850 
ª 1856, al de los anos a_nteriores,~se d!sminuian los delitos de montes y 
plaotios, por e.l C?nt;ario, en un tercio. Hoy que los delitos ordinarios 
propendea á d1Smlllmr notablemente (159 463 en 1859 en vez de 17i 
490, ea :1858}, los delitos de mon~es y pla~tíos han rlism'.iaui~o tambieo' 
(30,9~7 en vez de 38,000). Es ver,la,tqu.i la ley de 18 de jonio de 1859 
autor1zaodo las traosaecrnoes, ha contribuido mucho á este último resul~ 
tado. 
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crédito en juicio, conforme dirérnos mas adelante, segun las materias que 
abracen y las formalidades con que se estieodan,. sfrviendo como de ios­
truccion y document·os á los juece11 ó autoridades· competentes, á quienea 
las entregan aquellos funcirmariós, para que continúen ctmoeilmdo del 
asunto, y pronuncien la resoluci-00 debida. Tales son, para oontraernos 4 
los funcionarios ó agentes de que parece 0CUABrse preíerenlemente 
M. Bonoier, los guardas de montes, los cuales están autol'ízados para de• 
tener á los contraventores de las Ordenanzas de montes, perse_gufrlos y 
apreh1mderlos,. esten~er las p~ime¡as diligencias ó formar tas sumarias de 
las contravenciones y denuncias, l~s cuales hacen fé, salvo prueba ea con­
trario. (V. las Ordenanzas de montes de 22 de diciambre de 1833, y las 
Reales·órdeoes de U da octubre de 1850 y de H qe fabrero de 1861, 
V. las adiciones insartQs á continuacion da los números ~92 y 601.) 

No deben confundirse con asíos actos los documentos comprendidos 
bajo la denomioacioo da públicos y solamoes an el art. 280 de la ley de 
Eojuiciamieoto, á .$aber; las actuaciones judiciales, esto e.s, los acto,s que 
tienen lugar ó que se hallan firmados en los procesos por el juez 6 
el escribano, tales como las providencias ó citaciones y de.más diligeneffls, 
p.ues es'tos se rigen por las reglas,y prescripciones sobre documentos pú­
blicos en general, y que hemos espuesto ao su lugar debido. (A. del T.) 

§. 1. Condicioues esenciales para la validez de los procesos verbales. 

SUMARIO. 

581. Reglas generales sobre la redaccioo de los procesos verbales. 
582. Competencia del oficial. 
583. Eíecto del parentesco de consanguinidad y de afinidad en la lé que 

se debe al acta. i 

58~. Casos en que se necesitan dos agentes. 
585. Plazos para la redacc,ion. 
586. Escritura y firma. 
587. Meoeion de las formalidadee requoridas. 
588. Afirmacion en juicio. 
589. Meneioo de la fecha, 
590. Registro. 
59l. ;\dmisibilidad de la coníeaion, á falta de proceso verbal. 
592. ¿Puede alegarse la fuerza mayor respecto de la inobservancia de 

las formas? 

58!. No intentamos entrar en el detalle de las numerosas for• 
malidades prescritas por las leyes especiales sobre los procesos ver• 
bales. Pero vamos á señalar l(lS reglas generales cµya observancia 
se requiere en estas actas, ó por lo menos eil casi todas estas actas, 
y que sirven de garantía contm los abu,os que podría acarrear la 
importante prerogativa atribuida á ciertos oficiales. 
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582. La primera condicion que se requiere para la validez de los 
procesos verbales, es que se hayan estendido por un oficial público 
competente (1). A.sí, una sentencia de casacion del H de abril de 
1820 declaró nulo uo proceso verbal eo el cual babia consignado un 
guarda de campo una cootraveocion á la ley de 18 de noviembre de 
1814 sobre la celebracioo de los domingos y festividades: contra­
vencioo, que segun esta ley, ,debe ser consignada por los alcaldes, 
11djunlos ó comisarios de policía (V. tambieo seot. deo. de t.º de 
abril de 1854 y de 17 de febrero de 1859). Asimismo, los guardas 
campestres, los gendarmes, y en general los oficiales de policía ju­
dicial encargados de consignar los delitos rurales, no tienen cuali­
dad para hacer procesos verbales en cuanto á los delitos cometidos 
en los bosques oo sometidos al régimen de montes antes de la ley 
de 18 de junio de 1859 (C. forest. nuevo art. 188), que les dió este 
poder, atendiendo á la cooservacion de los bosques. La competen­
cia de los guarda·bosqaes, agentes de contribuciones indirectas, 
etcétera, no abraza por lo demás, como la de los notarios, sino el 
territorio para el cual son instituidos y j urameotados. 

Es jurisprudencia constante que estos agentes pueden esteoder 
procesos verbales eo forma, sin hallarse revestidos con su traje ofi­
cial. Sin embargo, el agente que hiciera procesos verbales sin su 
trage oficial correría gran riesgo; porque a menos que oo se acre­
ditara que su cualidad era conocida por el delincuente, si era vícti­
ma de alguo ultraje, ó de alguna vía de ·hecho, no podría invocar 
las disposiciones (C. peo., art. 224 y sigs.) que pro tegeo al funcio­
nario en el ejercicio de sus funciones, puesto que no aparecía á la 
vista su carácter oficial. A.si lo ha decidido una sentencia de 25 de 
Frimario año XV, relativamente á un comisario de policía que se 
encontró, por culpa suya, en esta sensible posicioo. 

585. En el silencio de leyes especiales, no se puede estender á 
los agentes que redactan los procesos verbales, oi los motivos de 

(t) Aunque los procesos verhales que se refieren á la iostruccio.n pre• 
paratoria, no tengan la misrua aut_oridad que Jo·s procesos verb&.les esten­
didos en materia especial (núm. 577) conviene distm_guir, si ~manan 6 no, 
de no oficial competente. Cuando, pues, el ministei'in púbheo ba h~cbo 
procederá una prueba 6 consigoacion fuera dal caso de flagrante dehto ó 
de requerimiento do un cabeza de familia (C. de iost., arts 32 y 46) el 
proceso verbal eslendido en virtud de semejante requerimiento no pueda 
unirse al procedimiento corno acto da instruccion, sino como simple noti­
cia (Sent. den. de 19 de abril de 1855.) 

" • 
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esclusion ó de tacha concernientes á los testigos, ni las causas d~ 
recusacion que se aplican á los jueces. El tribunal de casaeion ha 
hecho, pues, una estricta pero exacta aplicacion del derecho posi­
tivo, declarando válidos los procesos verbales estendidos por un eu­
ñado y aun por un hermano de lo, acusados (Cas. 7 de noviembre de 
f8t7 y 18 de octubre de 18:22). Sin .embargo, segun la interpreta 
cion admitida por las mismas sentencias, y que conviene estender 
á las demás materias especiales, la consignacion de los delitos de 
montes no tiene la misma autorida,I, cuando es obra de un agente, 
cuya posicion permite sosperrhar de su imparcialidad. ,No será ad 
mitido, » dice el art. 1i6 del Código de bosques, ,ninguna prueba 
en pro ni en contra del contenido de los procesos verbales que ha­
cen 'fé hasta que se arguyen de falsos, á menos que exista una tallta 
legal de reiusacion (1) cont'ra uno de los signatarios., En este caso, 
es posible que el agente haya hecho el proceso verbal en forma, á 
pesar de. los lazos que le unen al inculpado, pero no tiene ya la in­
dependencia necesaria para q11e !ean c~eidas sus declaraciones hasta 
que se arguyan de falsas; su proceso verbal no hace ya fé, en su 
consecuencia, sino hasta prueba en conlrario. 

584. Los procesos verbales pueden estenderse habitualmente 
por un solo agente; los que son de naturaleza propia para ocasionar 
condenas de cierto gravedad, deben ser redactados por dos perso­
nas. Por eso el .artículo 178 del Código de bosques exige la 6rma 
de dos ageoLes ó guardas, para que el ac,a pueda hacer fé basta 
que se arguya de falsa, si el delito puede ocasionar una condena de 
mas de cien francos, tanto respecto de la multa como de los daños y 
perjuicios; lo mismo sucede, y con mas razon (sen!. deo. de 3t de 
diciembre de 1819), siempre que hay encarcelamiento. Igualmen­
te, la ley de 5 de Ventoso del año XII (ar!. 84), exige la firma 
de dos empleados de la administracion del registro para que los pro 
césos verbales en materia de contribuciones indirectas hagan fé 
hasta que se arguyan de falsos. Por último, en materia de aduanas, 
se concede igual autoridad á las actas , en las cuales dos comisio­
nados 11 otros ciudadanos francese$ (ley del 9 Florea!, año VII, ti· 
tulQ V, art. 1) consignen las contravenciones á las leyes relativas á 
las importaciones, exporlaciones y circulaciones prohibidas en toda 

(!) Es decir, de tacita, porque un guarda-bosque debe asimilarse á uo 
testigo 6 á un perito (C. de proe., art. 310) mas bien que á un juez. 
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la estension del rádio forestal (1). Vése, pues, que la represion de 
esta última clase de infracciones se considera tan urgente que se 
invirtió momentáneamente á particulares de un carácter público, á 
fin de poder consignarlas oficialmente. 

585. Importa a la autoridad moral de los procesos verbales que 
se redacten incontinenti á la perpetracion del delito. Así el antiguo 
derecho quería que la redaccion tJviera lugar en un breve plazo, y 
especialmente en materia de bosques (Ord. de 1669, lit. X, art. 9) 
el informe debia tener lugar dos dias lo mas tarde despues que se ha­
bía cometido el delito. Nuestras leyes modernas han establecido 
igualmente plazos breves para la redaccion de los procesos verba­
les. Este plazo se ha fijado en tres dias respecto á las contraven­
ciones previstas por el Código de instruccion criminal (arts. 15, 18 
y 20), y se halla mas restringido aun segun el texto de muchas le­
yes especiales. Desgraciadamente, en una de las materias en que la 
pronta redaccion ofrece mas interés, en la concerniente á los delitos 
de bosques, el Código de bosques, infiel á las tradiciones de 1669, 
1850) ha guardado silencio; y el tribunal de casacion (cas. ti de 
enero) ha debido reconocer válido un proceso verbal estendido trein­
ta y seis dias despues de la perpetracion de los becltos consignados 
en él. Semejante irregularidad reclama sin duda una represion 
administrativa, puesto que el art. 181 de la ordenanza para la eje­
cucion del Código de bosques prescribe á los agente• que estien­
dan dia por dia los procesos verbales de los delitos y contravencio­
nes; pero una nulidad pronunciada por la ley ofrecería mas garan -
tia á los interesados. 

586. En cuanto á las formas del proceso verbal, conviene para 
garantir su sinceridad, que se escriba de mano del oficial que es su 
autor. Pero la ley no lo exige siempre, aun cuando siente en prin• 
cipio, como lo hace respecto de los guarda-bosques (C. for., ar­
tículo 165) que el agente debe redactar por sí mismo su informe, á 
no tener impedimento; el impedimento se considera no solamente 
nn obstáculo accidental, sino tambien una imposibilida~ permanen­
te, que resulta de no saber escribir el guarda (cas, 18 de j11nio de 
f82~). Sin embargo, no se podría justificar el impedimento invo-

(1) Rádio que es de dos miriámetros, r.ontaodo de la frontera, y que 
puede estenderse todavía por el Gobierno hasta dos miriámetros y medio 
(ley sobre aduanas del 28 de abril de 1816, art, 36). 
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